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RESUMEN  
  

El presente trabajo analiza la accesibilidad como un derecho humano 

fundamental en el marco de la educación superior pública peruana, poniendo 

énfasis en las barreras estructurales que enfrentan estudiantes con movilidad 

reducida para acceder, desplazarse y participar plenamente en la vida 

universitaria.  

  

Desde el modelo social de la discapacidad y el enfoque de derechos humanos, 

se sostiene que la exclusión no es producto de condiciones individuales, sino del 

modo en que las instituciones han sido históricamente diseñadas para un sujeto 

“estándar”, invisibilizando la diversidad corporal y las distintas formas de habitar 

el espacio educativo.  

  

En este sentido, el Derecho Administrativo Inclusivo permite identificar 

obligaciones específicas derivadas de la Constitución, la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley N.º 29973, que establecen 

la accesibilidad y los ajustes razonables como garantías indispensables para 

alcanzar la igualdad material. No obstante, el análisis revela una brecha 

persistente entre el marco normativo y su aplicación práctica, reflejada en 

infraestructura no accesible, procedimientos administrativos ineficientes, 

ausencia de diseño universal y una cultura institucional que relega la inclusión a 

un plano secundario.  

  

Finalmente, se plantean propuestas orientadas a fortalecer la gobernanza 

inclusiva, asegurar la planificación presupuestal sostenida y promover la 

implementación progresiva del diseño universal como herramienta para la  

transformación estructural de las universidades públicas.  
  
Palabras clave  

Accesibilidad; Educación superior; Discapacidad; Igualdad material; 

Derecho Administrativo Inclusivo.  
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ABSTRACT  
This paper analyzes accessibility as a fundamental human right within the context 

of Peruvian public higher education, emphasizing the structural barriers faced by 

students with reduced mobility when accessing, moving through, and 

participating fully in university life. Drawing on the social model of disability and 

the human rights-based approach, it argues that exclusion does not stem from 

individual physical conditions, but from institutional environments historically 

designed around an assumed “standard” student, thereby overlooking bodily 

diversity and diverse ways of inhabiting educational spaces. In this framework, 

Inclusive Administrative Law allows the identification of specific obligations 

derived from the Constitution, the Convention on the Rights of Persons with 

Disabilities, and Law N.º 29973, which establish accessibility and reasonable 

accommodation as essential guarantees for achieving substantive equality. 

However, the analysis reveals a persistent gap between the legal mandate and 

its practical implementation, reflected in inaccessible infrastructure, inefficient 

administrative procedures, lack of universal design, and an institutional culture 

that relegates inclusion to a secondary priority. Finally, the paper proposes 

strategies to strengthen inclusive governance, ensure sustainable budget 

planning, and promote the progressive implementation of universal design as a 

key mechanism for the structural transformation of public universities.  

  

Keywords  

Accessibility; Higher education; Disability; Substantive equality; 

Inclusive Administrative Law.  
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INTRODUCCIÓN  

  

La accesibilidad en la educación superior pública peruana no constituye un 

elemento complementario ni un componente programático; es un 

parámetro esencial de legalidad administrativa y, por tanto, un requisito 

estructural del derecho a la educación y del principio constitucional de 

igualdad material. Sin embargo, en las últimas dos décadas persiste una 

distancia significativa entre el mandato constitucional y convencional —que 

exige entornos accesibles, apoyos académicos y ajustes razonables— y la 

realidad institucional de muchas universidades públicas, donde prevalecen 

barreras físicas, procedimentales, curriculares y culturales que restringen 

el ejercicio efectivo del derecho a la educación de las personas con 

discapacidad física. 

 

Este trabajo parte del modelo social de la discapacidad y del enfoque de 

derechos humanos, que desplazan la comprensión tradicional centrada en 

deficiencias individuales y sitúan el origen de la exclusión en la interacción 

entre las personas y entornos institucionales no diseñados para la 

diversidad. En ese marco, la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (CDPD), la Ley N.º 29973 y la Ley Universitaria 

reconocen que la accesibilidad universal y los ajustes razonables no son 

medidas optativas, sino obligaciones jurídicas exigibles que condicionan la 

validez y eficacia de la actuación administrativa universitaria. Su 

incumplimiento —por omisión, demora o denegatoria injustificada— puede 

configurar discriminación por impacto, infringir el principio de juridicidad y 

generar responsabilidad administrativa, funcional y constitucional. 

 

A pesar de ello, la evidencia disponible muestra una brecha persistente. 

Informes recientes de la Defensoría del Pueblo y de organismos 

supervisores revelan deficiencias estructurales en infraestructura 

accesible, inoperatividad o ausencia de ascensores, inexistencia de 

procedimientos administrativos eficaces para el otorgamiento de ajustes 

razonables, debilidades en la gobernanza y carencia de presupuesto 
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destinado específicamente a medidas de accesibilidad. Estos hallazgos 

sugieren que la accesibilidad no está plenamente integrada a la 

planificación institucional, a la gestión presupuestal ni a los sistemas de 

control y supervisión, lo que compromete la calidad del servicio público 

educativo. 

 

Pregunta de investigación. 

¿En qué medida la accesibilidad —entendida como obligación jurídica 

derivada del derecho administrativo— opera como parámetro de legalidad 

administrativa en las universidades públicas peruanas, y cuáles son los 

mecanismos institucionales y de control necesarios para garantizar su 

cumplimiento efectivo? 

 

Hipótesis de trabajo. 

La accesibilidad constituye un parámetro de legalidad administrativa cuyo 

incumplimiento vulnera la juridicidad, configura discriminación por omisión 

y afecta la validez y eficacia de la función administrativa universitaria. Esta 

condición exige un enfoque de Derecho Administrativo Inclusivo, basado en 

accesibilidad estructural, ajustes razonables inmediatos, procedimientos 

administrativos motivados, planificación multianual, presupuesto 

específico, supervisión técnica y control interno y externo articulado. 

 

Justificación y relevancia. 

El análisis resulta relevante porque integra el debate sobre accesibilidad 

con categorías centrales del derecho administrativo peruano: función 

administrativa, motivación del acto, debido procedimiento, progresividad, 

razonabilidad y responsabilidad. Asimismo, ofrece herramientas normativas 

y organizacionales aplicables a la gestión universitaria en contextos donde 

la accesibilidad continúa tratándose como un asunto periférico o 

dependiente de la disponibilidad presupuestal, y no como un parámetro 

obligatorio de juridicidad, calidad y buena administración pública. 
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Metodología. 

El artículo desarrolla un análisis jurídico–administrativo mediante un 

enfoque documental y normativo, que combina: (i) revisión de fuentes 

constitucionales, convencionales y legales aplicables; (ii) análisis técnico 

de estándares de accesibilidad establecidos en la CDPD, la Ley N.º 29973, 

la Ley Universitaria y el Reglamento Nacional de Edificaciones; (iii) 

contraste con información pública proveniente de la Defensoría del Pueblo, 

informes de supervisión de SUNEDU y estudios sectoriales (2019–2024); y 

(iv) sistematización de brechas estructurales mediante una propuesta 

metodológica de Índice de Cumplimiento de Accesibilidad (ICA). 

 

Estructura del artículo. 

El artículo se organiza en seis secciones. La primera desarrolla el marco 

teórico del modelo social y del enfoque de derechos humanos. La segunda 

expone el marco normativo-administrativo aplicable a las universidades 

públicas. La tercera presenta el diagnóstico de brechas basado en 

evidencia empírica y estándares legales. La cuarta realiza un análisis desde 

el derecho administrativo, identificando responsabilidades, consecuencias 

y mecanismos de control. La quinta propone medidas estructurales para 

una gobernanza universitaria inclusiva. Finalmente, la sexta sección 

formula conclusiones orientadas a la consolidación de la accesibilidad 

como parámetro de legalidad administrativa y de calidad del servicio público 

universitario. 

 

I. MARCO TEÓRICO Y CATEGORÍAS ANALÍTICAS 
 
I.1. Modelo social de la discapacidad y su recepción jurídica 

El modelo social de la discapacidad redefine la comprensión tradicional de la 
discapacidad al desplazar el foco desde las limitaciones individuales hacia las 
barreras físicas, comunicacionales, institucionales y culturales que impiden la 
participación plena y efectiva de las personas en igualdad de condiciones. Este 
enfoque fue consolidado en el ámbito jurídico internacional con la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 2006 y vigente en el Perú desde 
2008. 
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La CDPD parte de la premisa de que la discapacidad surge de la interacción 
entre las personas y entornos no diseñados para la diversidad humana. De esta 
forma, la responsabilidad del Estado y de las instituciones públicas —incluidas 
las universidades— consiste en identificar, eliminar y prevenir barreras, 
garantizando accesibilidad universal y ajustes razonables. 

En el Perú, esta concepción ha sido recogida en la Ley N.º 29973, Ley General 
de la Persona con Discapacidad, que reconoce expresamente la accesibilidad 
como un derecho y como una obligación de las entidades públicas en todos los 
niveles de gobierno, incluidas las universidades públicas. 

La recepción del modelo social implica que la accesibilidad deja de ser un medio 
suplementario y se convierte en un requisito jurídico para garantizar el derecho 
a la educación en igualdad de condiciones. Desde el derecho administrativo, este 
modelo obliga a incorporar criterios de razonabilidad, proporcionalidad y eficacia 
en la gestión universitaria. 

I.2. Enfoque de derechos humanos y obligaciones del Estado 

El enfoque de derechos humanos aplicado a la educación superior establece que 
el Estado debe garantizar condiciones que permitan el ejercicio pleno, continuo 
y no discriminatorio del derecho a la educación. La CDPD y su Observación 
General N.º 4 delinean cuatro principios centrales: 

• Disponibilidad, 
• Accesibilidad, 
• Aceptabilidad, y 
• Adaptabilidad. 

La accesibilidad, definida como el derecho a acceder a entornos físicos, 
información, comunicaciones y servicios, es un deber inmediato, no sujeto a 
progresividad, salvo en aquellos componentes estrictamente estructurales que 
dependen de ejecución presupuestal. Por su parte, los ajustes razonables son 
obligaciones individualizadas que deben otorgarse caso por caso, y cuya 
denegatoria injustificada constituye discriminación. 

Desde el punto de vista del derecho administrativo peruano, estos estándares 
integran el marco de obligaciones constitucionales y legales exigibles a las 
entidades públicas. La Ley Universitaria (N.º 30220) establece que las 
universidades deben garantizar condiciones de calidad, dentro de las cuales se 
incluyen accesibilidad, inclusión y adecuaciones necesarias para asegurar la 
participación plena de estudiantes con discapacidad. 

I.3. Conceptos operativos para el análisis administrativo 

Accesibilidad universal 
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Se refiere al conjunto de condiciones necesarias para que todas las personas 
puedan acceder, utilizar y desplazarse en los entornos físicos, digitales, 
comunicacionales y procedimentales. La CDPD la reconoce como un deber 
general del Estado, y la Ley N.º 29973 la incorpora como una obligación de todas 
las entidades públicas. El Reglamento Nacional de Edificaciones contiene 
criterios técnicos verificables para infraestructura accesible (capítulo A.120). 

Ajustes razonables 

Son modificaciones o adaptaciones necesarias y adecuadas que no imponen 
una carga desproporcionada o indebida. Su naturaleza es inmediata e 
individualizada. En derecho administrativo, constituyen actos que deben 
resolverse mediante procedimientos motivados, aplicando los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad. La CDPD establece que su denegatoria 
injustificada es un acto discriminatorio. 

Diseño universal 

Concepto que orienta la planificación institucional hacia la creación de entornos, 
servicios y procedimientos utilizables por la mayor cantidad de personas posible, 
sin necesidad de adaptaciones posteriores. La Observación General N.º 4 señala 
que el diseño universal debe incorporarse desde la etapa de planificación 
educativa, infraestructura, currículo y sistemas digitales. 

Apoyos y servicios complementarios 

Incluyen intérpretes, tecnologías asistidas, materiales accesibles, 
acompañamiento acaadénico, y otras medidas que permiten la participación 
efectiva. La Ley N.º 29973 los reconoce como parte de las medidas de 
accesibilidad y apoyos para la inclusión educativa. 

I.4. Derecho Administrativo Inclusivo 

El Derecho Administrativo Inclusivo es una línea doctrinaria emergente que 
integra el enfoque de igualdad material y accesibilidad dentro del 
funcionamiento de la administración pública. No constituye una rama 
autónoma, sino una perspectiva que reinterpreta los principios del derecho 
administrativo a la luz del deber estatal de eliminar barreras. 

Principio de juridicidad 

Exige que la actuación administrativa se ajuste a la Constitución, la ley y el 
derecho internacional de los derechos humanos. Esto implica que una actuación 
universitaria que no garantice accesibilidad o ajustes razonables contraviene la 
juridicidad. 

Motivación reforzada 

En decisiones que afecten derechos de personas con discapacidad, la 
motivación debe ser más estricta, suficiente y razonable. El TUO de la LPAG 
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exige que toda restricción a derechos o excepciones al régimen general se 
funden en razones objetivas. 

Progresividad y no regresividad 

Los componentes estructurales de accesibilidad que requieren ejecución 
financiera pueden implementarse progresivamente, pero sin retrocesos y con 
planificación verificable. Eliminar accesos existentes o no mantener mecanismos 
previamente instalados vulnera este principio. 

Buena administración 

La inclusión forma parte del contenido del derecho a la buena administración. 
Esto implica: 

• decisiones razonables, 
• procedimientos accesibles, 
• tiempos adecuados, 
• trato digno, 
• y servicios públicos diseñados para la diversidad. 

El principio de buena administración, presente en doctrina y reconocido por el 
Tribunal Constitucional peruano, exige que las universidades gestionen sus 
servicios de modo eficaz, eficiente y orientado a derechos. 

II. MARCO NORMATIVO - ADMINISTRATIVO APLICABLE A LAS 
UNIVERSIDADES PÚBLICAS 

II.1. Bloque de Constitucionalidad 

Constitución Política del Perú 

La Constitución reconoce diversos derechos directamente relacionados con 
accesibilidad e inclusión educativa: 

• Derecho a la igualdad y no discriminación (art. 2.2): prohíbe toda forma de 
discriminación, incluyendo aquella basada en discapacidad. 

• Derecho a la educación (arts. 13 y 16): establece la responsabilidad del 
Estado de garantizar el acceso y la calidad del servicio educativo en todos 
sus niveles. 

• Principio de juridicidad (art. 45): vincula a toda entidad pública, incluidas 
las universidades estatales, al cumplimiento estricto de la Constitución, la 
ley y los tratados sobre derechos humanos. 

Estos mandatos sostienen que la accesibilidad no es un elemento 
complementario, sino un criterio obligatorio para la legalidad de la actuación de 
las universidades públicas. 
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Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) 

El Perú ratificó la CDPD en el año 2008, por lo que forma parte del bloque de 
constitucionalidad. Los artículos más relevantes son: 

Artículo 2: define ajustes razonables y discriminación por motivos de 
discapacidad. 

Artículo 9: establece que la accesibilidad es una obligación general del Estado 
para eliminar barreras en infraestructura, comunicaciones, servicios y 
procedimientos. 

Artículo 24: dispone que los Estados deben garantizar educación inclusiva, 
accesibilidad, apoyos y ajustes razonables en todos los niveles educativos. 

La CDPD es jurídicamente vinculante, y sus disposiciones constituyen 
obligaciones directas para las universidades públicas por su naturaleza de 
entidades estatales. 

Observación General N.º 4 (2016) del Comité CDPD 

Documento interpretativo oficial que precisa el contenido del artículo 24 de la 
CDPD: 

• El diseño universal debe incorporarse desde la planificación educativa. 
• La accesibilidad es una obligación general e inmediata. 
• Los ajustes razonables son una obligación individual e inmediata cuya 

denegatoria injustificada constituye discriminación. 

Su contenido es verificable y reconocido en doctrinas jurídicas y en decisiones 
de organismos nacionales. 

II.2. Normativa nacional 

Ley N.º 29973 – Ley General de la Persona con Discapacidad 

Resulta la norma central en el ordenamiento interno, en materia de discapacidad. 

Establece: 

• Accesibilidad universal como deber del Estado y de todas las entidades 
públicas. 

• Desarrollo de ajustes razonables, servicios de apoyo y eliminación de 
barreras. 

• Competencias de sensibilización, fiscalización y sanción de CONADIS. 
• Inclusión educativa en todos los niveles, incluyendo educación superior 

pública. 
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Su Reglamento, aprobado por Decreto Supremon N° 002-2014-MIMP, desarrolla 
criterios operativos que son verificables en su texto oficial. 

Ley Universitaria N.º 30220 

Cabe precisar que la presente Ley Universitaria impone obligaciones directas a 
las universidades públicas relacionadas con accesibilidad y calidad: 

• Garantizar igualdad de oportunidades y no discriminación. 
• Asegurar condiciones básicas de calidad, dentro de las cuales se incluyen 

accesibilidad, infraestructura adecuada y servicios complementarios. 
• Deber de implementar mecanismos de apoyo para estudiantes con 

discapacidad. 

TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General (LPAG) 

El TUO de la Ley N.º 27444, aprobado por Decreto Supremo N° 004-2019-JUS, 
regula principios aplicables a todas las entidades públicas, incluidos los órganos 
universitarios cuando ejercen función administrativa. 

Principios relevantes y verificables en la norma 

• Juridicidad. 
• Razonabilidad. 
• Proporcionalidad. 
• Debido procedimiento. 
• Motivación de los actos administrativos. 
• Eficacia y buena fe procedimental. 

Cualquier actuación universitaria relativa a accesibilidad y ajustes razonables 
debe cumplir estas exigencias 

II.3. Regulación técnica y educativa 

Reglamento Nacional de Edificaciones (RNE), Norma A.120 – Accesibilidad 
para Personas con Discapacidad 

Norma técnica obligatoria para toda infraestructura pública. 

Establece especificaciones verificables: 

• Gradientes de rampas, 
• Anchos mínimos de circulación, 
• Características de ascensores y plataformas, 
• Señalización, 
• Servicios higiénicos accesibles. 
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Estas disposiciones aplican directamente a universidades públicas porque toda 
obra pública está sujeta al RNE. 

Regulación de SUNEDU (Condiciones Básicas de Calidad y supervisión) 

Toda la información normativa de SUNEDU es pública y verificable. 

Los reglamentos de CBC exigen: 

• Infraestructura accesible, 
• Servicios académicos y administrativos inclusivos, 
• Plataformas digitales accesibles, 
• Políticas institucionales de inclusión, 
• Gestión de riesgos y mecanismos de apoyo. 

Los lineamientos de supervisión incluyen verificación de accesibilidad en 
infraestructura, servicios, procedimientos y plataformas. 

Competencias de CONADIS 

• La Ley N.º 29973 y su Reglamento establecen que CONADIS tiene 
funciones de: 

• Supervisión del cumplimiento de accesibilidad en entidades públicas, 
• Emisión de recomendaciones técnicas, 
• Facultades sancionadoras para casos de incumplimiento en ciertos 

ámbitos, 
• Registro Nacional de Personas con Discapacidad. 

II.4. Naturaleza jurídica de la función universitaria como función 
administrativa 

Las universidades públicas son personas jurídicas de derecho público con 
autonomía académica, normativa y económica; sin embargo, cuando prestan 
el servicio público educativo, están sujetas al derecho administrativo. 

Este encuadre jurídico es verificable en: 

• la Constitución (arts. 16 y 18), 
• la Ley Universitaria (art. 8), 
• la doctrina peruana sobre servicio público. 

Función administrativa universitaria 

Incluye decisiones sobre: 

• admisión, 
• matrícula, 
• servicios académicos, 
• infraestructura, 
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• procedimientos de ajustes razonables, 
• actos administrativos individuales (resoluciones, constancias, 

autorizaciones), 
• gestión presupuestal y planificación. 

Estas actuaciones se sujetan a los principios del TUO de la LPAG y a la 
supervisión estatal (SUNEDU, Contraloría, CONADIS). 

Responsabilidad y control 

El régimen vigente establece: 

• Responsabilidad administrativa y funcional bajo sistemas de control 
interno (Ley 28716 y normas de la Contraloría). 

• Responsabilidad civil en caso de daños derivados de incumplimientos 
de accesibilidad (Código Civil). 

• Responsabilidad constitucional cuando la vulneración afecta derechos 
fundamentales (acción de amparo). 

III. DIAGNÓSTICO JURÍDICO – INSTITUCIONAL DE LAS UNIVERSIDADES 
PÚBLICAS PERUANAS 

III.1 Metodología de Análisis 

El diagnóstico desarrollado en esta sección se basa en un enfoque de análisis 
documental y normativo, utilizando únicamente fuentes oficiales y verificables. 
El método combina: 

1. Revisión de informes públicos de la Defensoría del Pueblo relacionados con 
accesibilidad e inclusión educativa. Los informes temáticos y de supervisión 
de los años 2019–2023 son públicos. 

2. Revisión de documentos normativos y reportes de supervisión de 
SUNEDU asociados al cumplimiento de Condiciones Básicas de Calidad 
(CBC), accesibilidad en infraestructura y políticas de inclusión. 
SUNEDU publica información sobre procesos de licenciamiento y medidas de 
supervisión; sin embargo, no existe un documento único con indicadores 
comparables por universidad. No puedo confirmar datos estadísticos 
detallados por institución. 

3. Análisis técnico de la Norma A.120 del Reglamento Nacional de 
Edificaciones, que contiene parámetros verificables para infraestructura 
accesible. 

4. Revisión de bases documentales de ejecución presupuestal e 
inversiones (MEF, Invierte.pe). 

Este enfoque permite identificar brechas estructurales contrastando estándares 
jurídicos con evidencia institucional verificable, sin recurrir a estimaciones o cifras 
que no puedan ser confirmadas. 
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III.2. Brechas estructurales identificadas (2019 – 2024) 

El análisis revela un patrón consistente: las universidades públicas presentan 
brechas de accesibilidad en múltiples dimensiones, pese a que la 
accesibilidad es una obligación jurídica inmediata según la CDPD y la Ley N.º 
29973. 

III.2.1. Infraestructura física 

Según la Defensoría del Pueblo, muchas instituciones públicas —incluidas 
universidades— no cumplen estándares del RNE A.120 en aspectos como: 

• Rutas accesibles continuas, 
• Rampas con pendientes normativas, 
• Ascensores operativos, 
• Plataformas elevadoras, 
• Servicios higiénicos accesibles. 

La Defensoría del Pueblo ha señalado reiteradamente la existencia de 
infraestructura no accesible en sedes universitarias. 

III.2.2. Señalización, comunicación e información 

Los informes de supervisión muestran brechas en: 

• Señalización visual accesible, 
• Información digital en formatos compatibles con tecnologías de apoyo, 
• Procedimientos administrativos no publicados en formatos accesibles. 

Si bien SUNEDU exige accesibilidad en plataformas institucionales, no existe 
un indicador público que permita confirmar cuántas universidades 
cumplen integralmente con accesibilidad digital. 

III.2.3. Procedimientos administrativos de ajustes razonables 

La Ley N.º 29973 y la CDPD exigen que existan procedimientos claros, 
motivados y accesibles para solicitar ajustes razonables. 

Sin embargo: 

• En la mayoría de las universidades públicas, estos procedimientos no 
están formalizados o no son fácilmente accesibles. 

• Algunas universidades han aprobado directivas internas, pero no existe 
un repositorio oficial público que centralice ni sistematice estas 
directivas. 

En ese sentido, no resulta posible confirmar cuántas instituciones cuentan con 
procedimientos plenamente vigentes. La evidencia disponible sugiere que el 
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procedimiento administrativo de ajustes razonables no se encuentra 
estandarizado y en muchos casos depende de decisiones discrecionales. 

III.2.4. Servicios de apoyo académico 

Los servicios de apoyo incluyen: 

• tecnologías asistidas, 
• intérpretes, 
• tutores, 
• formatos accesibles de materiales. 

Los informes de la Defensoría señalan déficit generalizado, aunque sin cifras 
homogéneas. No existe un registro estatal de cuántas universidades cuentan con 
un sistema completo de apoyos. 

III.2.5. Gobernanza y planificación 

El análisis de instrumentos de gestión (PEI, POI, presupuestos multianuales) 
muestra que: 

• Muchas universidades no incorporan accesibilidad como un objetivo 
estratégico explícito. 

• La accesibilidad no aparece como categoría específica en la 
programación presupuestal del MEF. 

• Las inversiones destinadas a accesibilidad existen, pero están 
fragmentadas por proyecto. 

No se ha advertido una clasificación presupuestal que lo separe como rubro 
independiente. 

III.3 Evidencia empírica comparada con el estándar jurídico 

Este análisis compara elementos verificables con las obligaciones jurídicas. 

III.3.1. Estándares de infraestructura 

Los criterios del RNE A.120 son medibles y concretos. 

El contraste entre estos parámetros y las observaciones de la Defensoría 
confirma incumplimiento generalizado. 

III.3.2. Estándares de educación inclusiva (CDPD + Ley 29973) 

La CDPD exige accesibilidad y ajustes razonables como obligaciones 
inmediatas. 

Sin embargo: 
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• No todas las universidades tienen procedimientos administrativos para 
ajustes razonables, 

• No todas tienen rutas accesibles certificadas, 
• No todas garantizan apoyos académicos. 

Esto no requiere datos numéricos para confirmarse: está documentado en 
informes de la Defensoría y en supervisiones de SUNEDU. 

III.3.3. Estándares SUNEDU 

SUNEDU exige accesibilidad como parte de las CBC. 

Pese a ello: 

• No existe un informe estatal consolidado que evalúe comparativamente el 
cumplimiento de accesibilidad por universidad. 

• La accesibilidad no siempre se integra plenamente en la gestión 
universitaria. 

Esta situación no permite confirmar qué porcentaje de universidades cumple 
totalmente con las CBC en accesibilidad, exigidas por SUNEDU. 

III.4. Propuesta metodológica: Índice de Cumplimiento de Accesibilidad 
(ICA) 

El ICA es una propuesta metodológica jurídica y administrativa para medir el 
cumplimiento de obligaciones de accesibilidad. 

III.4.1. Dimensiones del ICA 

1. Infraestructura física accesible 
2. Accesibilidad digital y de comunicaciones 
3. Procedimientos de ajustes razonables 
4. Servicios de apoyo académico 
5. Gobernanza: planificación, presupuesto y control interno 

III.4.2. Ponderación sugerida 

No existe un estándar oficial de ponderación; por ello, la propuesta es 
justificativa: 

• Infraestructura: 30 % 
• Accesibilidad digital y comunicaciones: 20 % 
• Ajustes razonables (procedimientos): 20 % 
• Servicios de apoyo: 15 % 
• Gobernanza y presupuesto: 15 % 

La ponderación es un ejercicio académico; no afirma que exista un estándar 
estatal vigente. 
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III.4.3. Umbrales de cumplimiento 

Definidos para fines analíticos: 

• Alto: 80–100 % 
• Medio: 60–79 % 
• Bajo: 0–59 % 

Estos umbrales son metodológicos y no corresponden a una norma oficial. 

III.4.4. Riesgos jurídicos por incumplimiento 

• Violación del principio de juridicidad. 
• Actos administrativos inválidos por falta de motivación o razonabilidad. 
• Discriminación por omisión o impacto. 
• Potenciales responsabilidades funcionales. 
• Supervisión y sanción por organismos competentes. 

Estos riesgos encuentran sustento jurídico en la LPAG, la CDPD, la Ley N.º 
29973 y doctrina administrativa. 

IV. ANÁLISIS DESDE EL DERECHO ADMINISTRATIVO 

IV.1. La accesibilidad como condición de validez del acto administrativo 

El principio de juridicidad (art. 45 de la Constitución y art. I del Título Preliminar 
del TUO de la LPAG) obliga a que toda actuación administrativa se ajuste a la 
Constitución, a la ley y a los tratados de derechos humanos. La CDPD y la Ley 
N.º 29973 imponen obligaciones inmediatas en materia de accesibilidad y ajustes 
razonables. 

Por tanto, cuando una universidad pública adopta decisiones que restringen el 
ejercicio pleno del derecho a la educación por falta de accesibilidad —por 
ejemplo, ubicando aulas inaccesibles, negando ajustes razonables sin 
motivación o manteniendo infraestructura que contradice la Norma A.120— se 
configura un vicio de legalidad. 

Conforme al TUO de la LPAG: 

• Un acto administrativo debe ser razonable, proporcional y 
motivadamente congruente con los hechos (arts. 3, 4, 6 y 17). 

• Actos emitidos sin respetar obligaciones legales son inválidos (arts. 10 y 
13) 

Cuando una omisión impide el ejercicio de un derecho fundamental —como la 
educación en igualdad— la actuación universitaria puede ser considerada 
contraria a la juridicidad. 
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IV.2. Discriminación por omisión y el test de razonabilidad administrativa. 

La CDPD reconoce la “discriminación por motivos de discapacidad”, que incluye 
la denegatoria de ajustes razonables (art. 2). Esta regla es plenamente exigible 
a entidades públicas. 

Desde el derecho administrativo, la denegatoria —explícita o tácita— de un 
ajuste razonable sin motivación suficiente, o la persistencia de barreras que 
afectan desproporcionadamente a personas con discapacidad, puede constituir: 

• Discriminación por omisión, 
• Actuación irrazonable según el TUO de la LPAG, 
• Violación del principio de igualdad material (art. 2.2 de la Constitución) 

Los criterios del Tribunal Constitucional para evaluar razonabilidad —idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad— son aplicables a decisiones universitarias.  

Aplicando el test: 

• Idoneidad: negar un aula accesible o no proveer un ajuste razonable no 
contribuye a ningún fin legítimo. 

• Necesidad: existen alternativas menos gravosas para la administración 
(reasignación de aulas, apoyos, adaptaciones). 

• Proporcionalidad: el costo administrativo nunca puede justificar vulnerar 
un derecho fundamental sin una motivación completa, verificable y 
fundada. 

IV.3. Nulidad del acto y deber de motivación reforzada 

El TUO de la LPAG exige que todo acto administrativo esté motivado con: 

• Claridad fáctica, 
• Sustento normativo, 
• Razonabilidad y proporcionalidad. 

En materias que afecten derechos fundamentales, la doctrina y la jurisprudencia 
constitucional reconocen la exigencia de motivación reforzada. La denegatoria 
de un ajuste razonable o la adopción de decisiones que perpetúan barreras 
requieren: 

• Identificar explícitamente los hechos, 
• Explicar por qué la medida no afecta derechos, 
• Justificar, con evidencia, cualquier limitación. 

Si no se cumplen estas exigencias: 

• El acto puede ser nulo por vulnerar la juridicidad (TUO LPAG arts. 10 y 
13). 

• Puede ser ineficaz por violar derechos fundamentales. 
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• Puede generar responsabilidad para el funcionario que motivó 
deficientemente. 

IV.4. Procedimientos administrativos inclusivos 

Para cumplir su función administrativa, las universidades deben garantizar 
procedimientos accesibles en todas las etapas. 

Accesibilidad procedimental 

La CDPD exige que los procedimientos administrativos sean accesibles, lo cual 
incluye: 

• Formatos accesibles, 
• Canales adecuados de presentación, 
• Plazos razonables, 
• Comunicación efectiva. 

El TUO de la LPAG obliga además a garantizar: 

• Buena fe procedimental (art. IV), 
• No imposición de cargas indebidas, 
• Trato digno, 
• Derecho a formular pedidos y obtener respuesta motivada. 

Ajustes razonables como procedimiento especial 

Según la CDPD y la Ley N.º 29973: 

• Los ajustes razonables son de cumplimiento inmediato. 
• La denegatoria injustificada es discriminatoria. 

Para ello, la universidad debe contar con: 

• Una dirección o unidad responsable, 
• Un procedimiento accesible y conocido, 
• Plazo cierto para resolver, 
• Resolución motivada. 

Participación y recursos 

Todo estudiante tiene derecho a: 

• Ser oído, 
• Aportar información, 
• Cuestionar la decisión mediante recursos administrativos. 

IV.5. Responsabilidad administrativa, funcional y civil 
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El incumplimiento de la accesibilidad puede generar distintos tipos de 
responsabilidad. 

IV.5.1 Responsabilidad administrativa 

El régimen disciplinario de las entidades públicas —incluyendo universidades 
estatales cuando ejercen función administrativa— se rige por: 

• Ley de Servicio Civil (cuando corresponda), 
• Ley de Responsabilidad Funcional (Sistema de Control Interno), 
• Normas de Contraloría. 

Son verificables deberes como: 

• Garantizar el cumplimiento de la ley, 
• Actuar con diligencia, 
• Evitar daños previsibles derivados de omisiones. 

IV.5.2 Responsabilidad funcional (Contraloría General) 

Las omisiones que generen perjuicio o afecten la legalidad pueden ser 
observadas en control simultáneo o posterior. 

No puedo confirmar casos específicos sancionados por accesibilidad 
universitaria, porque los informes no catalogan por materia. 

Pero es verificable que: 

• La falta de mantenimiento de infraestructura esencial, 
• La omisión de implementar medidas mandatadas por ley, pueden 

constituir responsabilidad funcional. 

IV.5.3. Responsabilidad civil 

El Código Civil establece que quien causa daño por dolo o culpa debe 
indemnizar. 

Si una persona resulta afectada por: 

• Caídas debido a infraestructura inaccesible, 
• Retraso en el ejercicio de su derecho a la educación por omisión 

administrativa, 

La universidad podría ser responsable. 

IV.6. Supervisión y enforcement 
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SUNEDU 

La regulación de SUNEDU exige: 

• Condiciones de accesibilidad en infraestructura, 
• Políticas institucionales de inclusión, 
• Servicios académicos adecuados. 

El incumplimiento puede generar: 

• requerimientos, 
• supervisiones, 
• medidas correctivas. 

CONADIS 

Tiene facultades verificables de: 

• Supervisión, 
• Recomendaciones, 
• Sanciones en algunos casos según Ley N.º 29973. 

Contraloría 

Puede intervenir mediante: 

• Control concurrente, 
• Informes de cumplimiento, 
• Determinación de responsabilidad. 

Poder Judicial y Tribunal Constitucional 

Las omisiones de accesibilidad pueden ser materia de: 

• Acción de amparo, 
• Medidas cautelares, 
• Control difuso en casos concretos. 

V. PROPUESTAS DE CORRECCIÓN ESTRUCTURAL Y GOBERNANZA 
INCLUSIVA 

Las propuestas que se desarrollan en esta sección se basan estrictamente en 
obligaciones jurídicas verificables (CDPD, Ley N.º 29973, Ley Universitaria, TUO 
LPAG) y en principios de gestión pública aplicables a universidades estatales 
(planificación, presupuesto, control interno y supervisión). 
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V.1. Arquitectura institucional y capacidad decisoria 

V.1.1. Creación o fortalecimiento de una Unidad de Accesibilidad y Ajustes 
Razonables 

La Ley N.º 29973 no obliga expresamente a las universidades públicas a crear 
una unidad interna específica de accesibilidad. No puedo confirmar la existencia 
de un mandato legal que ordene su creación. 

Sin embargo, conforme al principio de buena administración, a la obligación de 
accesibilidad (art. 9 CDPD) y a la necesidad de procedimientos claros (TUO 
LPAG), es jurídicamente consistente proponer: 

• Una unidad responsable de: 
o Gestionar ajustes razonables, 
o Supervisar infraestructura accesible, 
o Coordinar apoyos académicos, 
o Elaborar directivas, 
o Capacitar docentes y personal administrativo. 

La creación de esta unidad puede realizarse mediante resolución de Consejo 
Universitario o Rectorado, según la estructura orgánica de cada institución 
(verificable en Ley Universitaria). 

V.1.2. Comité de Accesibilidad Universitaria 

Al igual que lo anterior, no existe una norma nacional que obligue a constituir 
este comité. 

Sin embargo, es coherente, verificable y jurídicamente válido proponerlo porque: 

• Permite integrar a oficina de infraestructura, oficina académica, oficina de 
bienestar y órganos administrativos. 

• Contribuye a tomar decisiones con motivación reforzada. 
• Facilita el cumplimiento de obligaciones de accesibilidad y ajustes 

razonables. 

V.2. Planificación y presupuestos con enfoque de accesibilidad 

V.2.1. Incorporación explícita en el PEI y POI 

El marco de planificación pública (normas CEPLAN) exige que el PEI y el POI 
de toda entidad pública contengan objetivos y acciones alineados con 
mandatos legales y derechos fundamentales. 

• La accesibilidad es un mandato jurídico inmediato (CDPD art. 9, Ley 
29973). 

• La educación inclusiva es obligación en todos los niveles (CDPD art. 
24, Ley Universitaria). 
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Por tanto, es obligatoria la inclusión de: 

• Objetivos estratégicos de accesibilidad, 
• Indicadores verificables, 
• Actividades operacionales específicas, 
• Responsables definidos. 

V.2.2. Programación Multianual de Inversiones 

El sistema Invierte.pe exige que toda infraestructura cumpla el RNE, que incluye 
la Norma A.120. 

Por tanto, toda obra universitaria nueva debe: 

• Incorporar accesibilidad desde el diseño, 
• Incluir memoria descriptiva y análisis de alternativas accesibles. 

V.2.3. Presupuesto etiquetado 

No existe en el Presupuesto Público peruano una “partida” o “genérica” 
específica rotulada como “accesibilidad universitaria”. 

Sin embargo, el marco normativo sí permite: 

• Programar recursos en bienes y servicios, 
• Incorporar accesibilidad en proyectos de inversión, 
• Financiar ajustes razonables y apoyos. 

Por tanto, la propuesta es jurídicamente feasible y administrativamente viable. 

V.3. Diseño universal en infraestructura, currículo y evaluación 

V.3.1. Infraestructura accesible (Norma A.120) 

Esta obligación es inmediata cuando se trata de mantenimiento o adecuaciones 
razonables, y progresiva cuando implica inversión mayor. Esto es verificable en: 

• CDPD (art. 9), 
• Observación General N.º 4, 
• RNE A.120. 

Toda universidad pública debe: 

• Mantener operativos ascensores existentes, 
• Garantizar rutas accesibles continuas, 
• Implementar señalización accesible, 
• Asegurar adecuación de servicios higiénicos. 

V.3.2. Educación inclusiva y diseño universal del aprendizaje 
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El marco normativo actual (CDPD art. 24 y Observación General N.º 4) legitima 
y obliga a: 

• Incorporar apoyos en la docencia, 
• Elaborar materiales accesibles, 
• Permitir evaluación con ajustes razonables, 
• Eliminar barreras curriculares. 

V.4. Procedimientos claros de ajustes razonables 

Esta es la obligación más fuerte e inmediata del sistema. 

V.4.1. Aprobación de una Directiva de Ajustes Razonables 

Debe incluir: 

• Definiciones compatibles con la CDPD, 
• Procedimiento claro, 
• Plazos razonables, 
• Requisitos mínimos, 
• Criterios de motivación reforzada, 
• Autoridades responsables, 
• Recursos administrativos disponibles. 

La propuesta es necesaria para cumplir la Ley 29973 y el TUO LPAG. 

V.4.2. Registro institucional de solicitudes 

Para garantizar transparencia y trazabilidad, las universidades deben llevar un 
registro que incluya: 

• Fecha de la solicitud, 
• Tipo de ajuste, 
• Área responsable, 
• Plazos de atención, 
• Motivación, 
• Resultado final. 

El registro no es exigido por una norma específica; sin embargo, su adopción 
deriva de los principios de eficiencia y trazabilidad del Título Preliminar de la 
LPAG. 

V.4.3. Oportunidad y razonabilidad 

La CDPD exige otorgar ajustes razonables de forma inmediata. 

Las demoras injustificadas vulneran: 

• El principio de eficacia, 
• La buena administración, 
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• El derecho a la igualdad. 

V.5. Sistemas de control, monitoreo e indicadores (incluye ICA) 

V.5.1. Control interno 

La normativa de control interno (Ley 28716 y disposiciones de la Contraloría) 
exige adoptar medidas para: 

• Garantizar el cumplimiento de la ley, 
• Prevenir riesgos, 
• Asegurar la calidad del servicio. 

La accesibilidad califica como un riesgo institucional verificable. 

V.5.2. Supervisión externa 

Se articula mediante: 

• SUNEDU (verificación de CBC), 
• CONADIS (supervisión según Ley 29973), 
• Contraloría (control concurrente y posterior). 

Por eso, la propuesta del ICA es metodológica, no normativa. 

V.5.3. Índice de Cumplimiento de Accesibilidad (ICA) 

El ICA se propone como herramienta interna de medición con dimensiones 
verificables: 

1. Infraestructura accesible 
2. Accesibilidad digital 
3. Ajustes razonables 
4. Servicios de apoyo 
5. Gobernanza (PEI, POI, presupuesto y control interno) 

El ICA no pretende sustituir regulaciones oficiales, sino sistematizar el 
cumplimiento jurídico a nivel institucional. 

CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES  

La accesibilidad constituye un parámetro de legalidad administrativa exigible a 
las universidades públicas peruanas. No se trata de una exigencia programática, 
sino de una obligación jurídica derivada de la CDPD, la Ley N° 29973, la Ley 
Universitaria y el TUO LPAG. Su incumplimiento afecta derechos fundamentales, 
vulnera la juridicidad y puede configurar discriminación por omisión. 

El diagnóstico basado en evidencia verificable muestra brechas persistentes en 
infraestructura, procedimientos administrativos, accesibilidad digital, apoyos y 
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gobernanza. Aunque no existen cifras oficiales consolidadas a nivel nacional —
y por ello no puedo confirmar porcentajes exactos— la información pública 
disponible es suficiente para concluir que el cumplimiento es insuficiente. 

Desde el derecho administrativo, la falta de accesibilidad compromete la validez 
de actos administrativos, exige motivación reforzada y puede generar 
responsabilidad funcional y civil. El incumplimiento también afecta la calidad del 
servicio educativo, supervisado por SUNEDU. 

Finalmente, se requieren reformas estructurales: unidades responsables, 
procedimientos claros de ajustes razonables, integración de accesibilidad en la 
planificación, presupuesto orientado a derechos, y herramientas internas de 
control como el ICA. La consolidación de una gobernanza universitaria inclusiva 
es indispensable para garantizar la igualdad material y la buena administración 
en el Estado constitucional y convencional de derecho. 
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